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ARTICULO 1 AL 7 …

ARTÍCULO 8.- Todo servidor público tendrá las siguientes obligaciones:
…

X.- Abstenerse de autorizar la selección, contratación, nombramiento o designación de quien se encuentre inhabili-
tado por resolución de autoridad competente para ocupar un empleo, cargo o comisión en el servicio público;

XI.- Excusarse de intervenir, por motivo de su encargo, en cualquier forma en la atención, tramitación o resolución 
de asuntos en los que tenga interés personal, familiar o de negocios, incluyendo aquéllos de los que pueda resultar 
algún beneficio para él, su cónyuge o parientes consanguíneos o por afinidad hasta el cuarto grado, o parientes 
civiles, o para terceros con los que tenga relaciones profesionales, laborales o de negocios, o para socios o socieda-
des de las que el servidor público o las personas antes referidas formen o hayan formado parte. El servidor público 
deberá informar por escrito al jefe inmediato sobre la atención, trámite o resolución de los asuntos a que hace refe-
rencia el párrafo anterior y que sean de su conocimiento, y observar sus instrucciones por escrito sobre su atención, 
tramitación y resolución, cuando el servidor público no pueda abstenerse de intervenir en ellos;

XII.- Abstenerse, durante el ejercicio de sus funciones, de solicitar, aceptar o recibir, por sí o por interpósita persona, 
dinero, bienes muebles o inmuebles mediante enajenación en precio notoriamente inferior al que tenga en el mer-
cado ordinario, donaciones, servicios, empleos, cargos o comisiones para sí, o para las personas a que se refiere 
la fracción XI de este artículo, que procedan de cualquier persona física o moral cuyas actividades profesionales, 
comerciales o industriales se encuentren directamente vinculadas, reguladas o supervisadas por el servidor público 
de que se trate en el desempeño de su empleo, cargo o comisión y que implique intereses en conflicto. Esta pre-
vención es aplicable hasta un año después de que se haya retirado del empleo, cargo o comisión. Habrá intereses 
en conflicto cuando los intereses personales, familiares o de negocios del servidor público puedan afectar el desem-
peño imparcial de su empleo, cargo o comisión. Una vez concluido el empleo, cargo o comisión, el servidor público 
deberá observar, para evitar incurrir en intereses en conflicto, lo dispuesto en el artículo 9 de la Ley;

XIII.- Desempeñar su empleo, cargo o comisión sin obtener o pretender obtener beneficios adicionales a las con-
traprestaciones comprobables que el Estado le otorga por el desempeño de su función, sean para él o para las 
personas a las que se refiere la fracción XI;

XIV.- Abstenerse de intervenir o participar indebidamente en la selección, nombramiento, designación, contratación, 
promoción, suspensión, remoción, cese, rescisión del contrato o sanción de cualquier servidor público, cuando 
tenga interés personal, familiar o de negocios en el caso, o pueda derivar alguna ventaja o beneficio para él o para 
las personas a las que se refiere la fracción XI;
…

XX.- Abstenerse, en ejercicio de sus funciones o con motivo de ellas, de celebrar o autorizar la celebración de pedi-
dos o contratos relacionados con adquisiciones, arrendamientos y enajenación de todo tipo de bienes, prestación de 
servicios de cualquier naturaleza y la contratación de obra pública o de servicios relacionados con ésta, con quien 
desempeñe un empleo, cargo o comisión en el servicio público, o bien con las sociedades de las que dichas perso-
nas formen parte. Por ningún motivo podrá celebrarse pedido o contrato alguno con quien se encuentre inhabilitado 
para desempeñar un empleo, cargo o comisión en el servicio público;
…

XXII.- Abstenerse de aprovechar la posición que su empleo, cargo o comisión le confiere para inducir a que otro 
servidor público efectúe, retrase u omita realizar algún acto de su competencia, que le reporte cualquier beneficio, 
provecho o ventaja para sí o para alguna de las personas a que se refiere la fracción XI;
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XXIII.- Abstenerse de adquirir para sí o para las personas a que se refiere la fracción XI, bienes inmuebles que pu-
dieren incrementar su valor o, en general, que mejoren sus condiciones, como resultado de la realización de obras 
o inversiones públicas o privadas, que haya autorizado o tenido conocimiento con motivo de su empleo, cargo o 
comisión. Esta restricción será aplicable hasta un año después de que el servidor público se haya retirado del em-
pleo, cargo o comisión, y
…

ARTÍCULO 13.- Las sanciones por falta administrativa consistirán en:
I.- Amonestación privada o pública;
II.- Suspensión del empleo, cargo o comisión por un período no menor de tres días ni mayor a un año;
III.- Destitución del puesto;
IV.- Sanción económica, e
V.- Inhabilitación temporal para desempeñar empleos, cargos o comisiones en el servicio público. Cuando no se 
cause daños o perjuicios, ni exista beneficio o lucro alguno, se impondrán de seis meses a un año de inhabilita-
ción.
Cuando la inhabilitación se imponga como consecuencia de un acto u omisión que implique beneficio o lucro, o 
cause daños o perjuicios, será de un año hasta diez años si el monto de aquéllos no excede de doscientas veces el 
salario mínimo general mensual vigente en el Distrito Federal, y de diez a veinte años si excede de dicho límite. Este 
último plazo de inhabilitación también será aplicable por conductas graves de los servidores públicos.

En el caso de infracciones graves se impondrá, además, la sanción de destitución. 

En todo caso, se considerará infracción grave el incumplimiento a las obligaciones previstas en las fracciones VIII, 
X a XIV, XVI, XIX, XXII y XXIII del artículo 8 de la Ley.

Para que una persona que hubiere sido inhabilitada en los términos de la Ley por un plazo mayor de diez años, 
pueda volver a desempeñar un empleo, cargo o comisión en el servicio público una vez transcurrido el plazo de la 
inhabilitación impuesta, se requerirá que el titular de la dependencia o entidad a la que pretenda ingresar, dé aviso 
a la Secretaría, en forma razonada y justificada, de tal circunstancia.

La contravención a lo dispuesto por el párrafo que antecede será causa de responsabilidad administrativa en los 
términos de la Ley, quedando sin efectos el nombramiento o contrato que en su caso se haya realizado.

ARTÍCULO 14.- Para la imposición de las sanciones administrativas se tomarán en cuenta los elementos propios 
del empleo, cargo o comisión que desempeñaba el servidor público cuando incurrió en la falta, que a continuación 
se refieren:
I.- La gravedad de la responsabilidad en que se incurra y la conveniencia de suprimir prácticas que infrinjan, en 
cualquier forma, las disposiciones de la Ley o las que se dicten con base en ella;
II.- Las circunstancias socioeconómicas del servidor público;
III.- El nivel jerárquico y los antecedentes del infractor, entre ellos la antigüedad en el servicio;
IV.- Las condiciones exteriores y los medios de ejecución;
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V.- La reincidencia en el incumplimiento de obligaciones, y
VI.- El monto del beneficio, lucro, o daño o perjuicio derivado del incumplimiento de obligaciones.

Para los efectos de la Ley, se considerará reincidente al servidor público que habiendo sido declarado responsable 
del incumplimiento a alguna de las obligaciones a que se refiere el artículo 8 de la Ley, incurra nuevamente en una 
o varias conductas infractoras a dicho precepto legal.

ARTÍCULO 15.- Procede la imposición de sanciones económicas cuando por el incumplimiento de las obligaciones 
establecidas en el artículo 8 de la Ley, se produzcan beneficios o lucro, o se causen daños o perjuicios, las cuales 
podrán ser de hasta tres tantos de los beneficios o lucro obtenidos o de los daños o perjuicios causados.
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En ningún caso la sanción económica que se imponga podrá ser menor o igual al monto de los beneficios o lucro 
obtenidos o de los daños o perjuicios causados. 
El monto de la sanción económica impuesta se actualizará, para efectos de su pago, en la forma y términos que 
establece el Código Fiscal de la Federación, en tratándose de contribuciones y aprovechamientos.
Para los efectos de la Ley se entenderá por salario mínimo mensual, el equivalente a treinta veces el salario mínimo 
general diario vigente en el Distrito Federal.

ARTÍCULO 16.- Para la imposición de las sanciones a que hace referencia el artículo 13 se observarán las siguien-
tes reglas:
I.- La amonestación pública o privada a los servidores públicos será impuesta por la Secretaría, el contralor interno 

o el titular del área de responsabilidades y ejecutada por el jefe inmediato;
II.- La suspensión o la destitución del puesto de los servidores públicos, serán impuestas por la Secretaría, el con-

tralor interno o el titular del área de responsabilidades y ejecutadas por el titular de la dependencia o entidad 
correspondiente;

III.- La inhabilitación para desempeñar un empleo, cargo o comisión en el servicio público será impuesta por la 
Secretaría, el contralor interno o el titular del área de responsabilidades, y ejecutada en los términos de la reso-
lución dictada, y

IV.- Las sanciones económicas serán impuestas por la Secretaría, el contralor interno o el titular del área de respon-
sabilidades, y ejecutadas por la Tesorería de la Federación. Cuando los presuntos responsables desaparezcan o 
exista riesgo inminente de que oculten, enajenen o dilapiden sus bienes a juicio de la Secretaría, del contralor 
interno o del titular del área de responsabilidades, se solicitará a la Tesorería de la Federación, en cualquier fase 
del procedimiento administrativo a que se refiere el artículo 21 de la Ley, proceda al embargo precautorio de 
sus bienes, a fin de garantizar el cobro de las sanciones económicas que llegaren a imponerse con motivo de 
la infracción cometida. Impuesta la sanción económica, el embargo precautorio se convertirá en definitivo y se 
procederá en los términos del tercer párrafo del artículo 30 de la Ley. 

El incumplimiento a lo dispuesto en este artículo por parte del jefe inmediato, del titular de la dependencia o entidad 
correspondiente o de los servidores públicos de la Tesorería de la Federación, será causa de responsabilidad admi-
nistrativa en los términos de la Ley.
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Artículo 69. 
El personal oficial que intervenga en los diversos trámites 
relativos a la aplicación de las disposiciones tributarias 
estará obligado a guardar absoluta reserva en lo concer-
niente a las declaraciones y datos suministrados por los 
contribuyentes o por terceros con ellos relacionados, así 
como los obtenidos en el ejercicio de las facultades de 
comprobación. Dicha reserva no comprenderá los casos 
que señalen las leyes fiscales y aquéllos en que deban 
suministrarse datos a los funcionarios encargados de la 
administración y de la defensa de los intereses fiscales 
federales, a las autoridades judiciales en procesos del 
orden penal o a los Tribunales competentes que conoz-
can de pensiones alimenticias, o en el supuesto previsto 
en el artículo 63 de este Código. Dicha reserva tampoco 
comprenderá la información relativa a los créditos fisca-
les exigibles de los contribuyentes, que las autoridades 
fiscales proporcionen a las sociedades de información 
crediticia que obtengan autorización de la Secretaría de 
Hacienda y Crédito Público de conformidad con la Ley 
de Agrupaciones Financieras.

La reserva a que se refiere el párrafo anterior no será 
aplicable tratándose de las  investigaciones sobre con-
ductas previstas en el artículo 400-Bis del Código Penal 
Federal, que realice la Secretaría de Hacienda y Crédito 
Público.

Cuando las autoridades fiscales ejerzan las facultades a 
que se refiere el artículo 215 de la Ley del Impuesto so-
bre la Renta, la información relativa a la identidad de los 
terceros independientes en operaciones comparables y 
la información de los comparables utilizados para moti-
var la resolución, sólo podrá ser revelada a los tribunales 
ante los que, en su caso, se impugne el acto de autori-

Artículo 69.
El personal oficial que intervenga en los diversos trámites 
relativos a la aplicación de las disposiciones tributarias 
estará obligado a guardar absoluta reserva en lo concer-
niente a las declaraciones y datos suministrados por los 
contribuyentes o por terceros con ellos relacionados, así 
como los obtenidos en el ejercicio de las facultades de 
comprobación. Dicha reserva no comprenderá los casos 
que señalen las leyes fiscales y aquellos en que deban 
suministrarse datos a los funcionarios encargados de la 
administración y de la defensa de los intereses fiscales 
federales, a las autoridades judiciales en procesos del or-
den penal o a los Tribunales competentes que conozcan 
de pensiones alimenticias o en el supuesto previsto en el 
artículo 63 de este Código. Dicha reserva tampoco com-
prenderá la información relativa a los créditos fiscales fir-
mes de los contribuyentes, que las autoridades fiscales 
proporcionen a las sociedades de información crediticia 
que obtengan autorización de la Secretaría de Hacienda 
y Crédito Público de conformidad con la Ley para Regu-
lar las Sociedades de Información Crediticia, así como 
la que se proporcione para efectos de la notificación por 
terceros a que se refiere el último párrafo del artículo 134 
de este Código.

La reserva a que se refiere el párrafo anterior no será apli-
cable tratándose de las investigaciones sobre conductas 
previstas en el artículo 400 Bis del Código Penal Federal, 
que realice la Secretaría de Hacienda y Crédito Público 
ni cuando, para los efectos del artículo 26 de la Ley del 
Impuesto Especial sobre Producción y Servicios, la auto-
ridad requiera intercambiar información con la Comisión 
Federal para la Protección contra Riesgos Sanitarios de 
la Secretaría de Salud.

Tampoco será aplicable dicha reserva a la Unidad de 
Fiscalización de los Recursos de los Partidos Políticos, 
órgano técnico del Consejo General del Instituto Federal 
Electoral, en los términos establecidos por los párrafos 
3 y 4 del artículo 79 del Código Federal de Institucio-
nes y Procedimientos Electorales, ni a las Salas del 
Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación 
en los asuntos contenciosos directamente relacionados 
con la fiscalización de las finanzas de los partidos po-
líticos. La información que deba suministrarse en los 
términos de este párrafo, sólo deberá utilizarse para los 
fines que dieron origen a la solicitud de información.

Cuando las autoridades fiscales ejerzan las facultades a 
que se refiere el artículo 215 de la Ley del Impuesto so-
bre la Renta, la información relativa a la identidad de los 
terceros independientes en operaciones comparables y 
la información de los comparables utilizados para moti-
var la resolución, sólo podrá ser revelada a los tribunales 
ante los que, en su caso, se impugne el acto de autori-
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dad, sin perjuicio de lo establecido en los artículos 46, 
fracción IV y 48, fracción VII de este Código.

Solo por acuerdo expreso del Secretario de Hacienda y 
Crédito Público se podrán publicar los siguientes datos 
por grupos de contribuyentes: nombre, domicilio, activi-
dad, ingreso total,  utilidad fiscal o valor de sus actos o 
actividades y contribuciones acreditables o pagadas.

Mediante acuerdo de intercambio recíproco de informa-
ción, suscrito por el Secretario de Hacienda y Crédito 
Público, se podrá suministrar la información a las au-
toridades fiscales de países extranjeros, siempre que se 
pacte que la misma sólo se utilizará para efectos fiscales 
y se guardará el secreto fiscal correspondiente por el país 
de que se trate.

dad, sin perjuicio de lo establecido en los artículos 46, 
fracción IV y 48, fracción VII de este Código.

Solo por acuerdo expreso del Secretario de Hacienda y 
Crédito Público se podrán publicar los siguientes datos 
por grupos de contribuyentes: nombre, domicilio, acti-
vidad, ingreso total, utilidad fiscal o valor de sus actos o 
actividades y contribuciones acreditables o pagadas.

Mediante acuerdo de intercambio recíproco de informa-
ción, suscrito por el Secretario de Hacienda y Crédito 
Público, se podrá suministrar la información a las au-
toridades fiscales de países extranjeros, siempre que se 
pacte que la misma sólo se utilizará para efectos fiscales 
y se guardará el secreto fiscal correspondiente por el país 
de que se trate.

También se podrá proporcionar a la Secretaría del Trabajo 
y Previsión Social, previa solicitud expresa, información 
respecto de la participación de los trabajadores en las 
utilidades de las empresas contenida en la base de datos 
y sistemas institucionales del Servicio de Administración 
Tributaria, en los términos y condiciones que para tal 
efecto establezca el citado órgano desconcentrado.
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Artículo 117. 
La información y documentación relativa a las operacio-
nes y servicios a que se refiere el artículo 46 de la pre-
sente Ley, tendrá carácter confidencial, por lo que las 
instituciones de crédito, en protección del derecho a la 
privacidad de sus clientes y usuarios que en este artí-
culo se establece, en ningún caso podrán dar noticias 
o información de los depósitos, operaciones o servicios, 
incluyendo los previstos en la fracción XV del citado artí-
culo 46, sino al depositante, deudor, titular, beneficiario,  
fideicomitente, fideicomisario, comitente o mandante, a 
sus representantes legales o a quienes tengan otorgado 
poder para disponer de la cuenta o para intervenir en la 
operación o servicio.

Como excepción a lo dispuesto por el párrafo anterior, las 
instituciones de crédito estarán obligadas a dar las noti-
cias o información a que se refiere dicho párrafo, cuando 
lo solicite la autoridad judicial en virtud de providencia 
dictada en juicio en el que el titular o, en su caso, el 
fideicomitente, fideicomisario, fiduciario, comitente, co-
misionista, mandante o mandatario sea parte o acusado. 
Para los efectos del presente párrafo, la autoridad judicial 
podrá formular su solicitud directamente a la institución 
de crédito, o a través de la Comisión Nacional Bancaria 
y de Valores.

Las instituciones de crédito también estarán exceptua-
das de la prohibición prevista en el primer párrafo de 
este artículo y, por tanto, obligadas a dar las noticias o 
información mencionadas, en los casos en que sean so-
licitadas por las siguientes autoridades:

I. El Procurador General de la República o el servidor 
público en quien delegue facultades para requerir infor-
mación, para la comprobación del cuerpo del delito y de 
la probable responsabilidad del indiciado;

II. Los procuradores generales de justicia de los Estados 
de la Federación y del Distrito Federal o subprocurado-
res, para la comprobación del cuerpo del delito y de la 
probable responsabilidad del indiciado;

III. El Procurador General de Justicia Militar, para la 
comprobación del cuerpo del delito y de la probable res-
ponsabilidad del indiciado;

IV. Las autoridades hacendarias federales, para fines 
fiscales;

V. La Secretaría de Hacienda y Crédito Público, para efec-
tos de lo dispuesto por el artículo 115 de la presente Ley;

Artículo 117.
La información y documentación relativa a las operacio-
nes y servicios a que se refiere el artículo 46 de la pre-
sente Ley, tendrá carácter confidencial, por lo que las 
instituciones de crédito, en protección del derecho a la 
privacidad de sus clientes y usuarios que en este artí-
culo se establece, en ningún caso podrán dar noticias 
o información de los depósitos, operaciones o servicios, 
incluyendo los previstos en la fracción XV del citado artí-
culo 46, sino al depositante, deudor, titular, beneficiario, 
fideicomitente, fideicomisario, comitente o mandante, a 
sus representantes legales o a quienes tengan otorgado 
poder para disponer de la cuenta o para intervenir en la 
operación o servicio.

Como excepción a lo dispuesto por el párrafo anterior, las 
instituciones de crédito estarán obligadas a dar las noti-
cias o información a que se refiere dicho párrafo, cuando 
lo solicite la autoridad judicial en virtud de providencia 
dictada en juicio en el que el titular o, en su caso, el 
fideicomitente, fideicomisario, fiduciario, comitente, co-
misionista, mandante o mandatario sea parte o acusado. 
Para los efectos del presente párrafo, la autoridad judicial 
podrá formular su solicitud directamente a la institución 
de crédito, o a través de la Comisión Nacional Bancaria 
y de Valores.

Las instituciones de crédito también estarán exceptua-
das de la prohibición prevista en el primer párrafo de 
este artículo y, por tanto, obligadas a dar las noticias o 
información mencionadas, en los casos en que sean so-
licitadas por las siguientes autoridades:

I. El Procurador General de la República o el servidor 
público en quien delegue facultades para requerir infor-
mación, para la comprobación del cuerpo del delito y de 
la probable responsabilidad del indiciado;

II. Los procuradores generales de justicia de los Estados 
de la Federación y del Distrito Federal o subprocurado-
res, para la comprobación del cuerpo del delito y de la 
probable responsabilidad del indiciado;

III. El Procurador General de Justicia Militar, para la 
comprobación del cuerpo del delito y de la probable res-
ponsabilidad del indiciado;

IV. Las autoridades hacendarias federales, para fines 
fiscales;

V. La Secretaría de Hacienda y Crédito Público, para efec-
tos de lo dispuesto por el artículo 115 de la presente Ley;
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VI. El Tesorero de la Federación, cuando el acto de vigilan-
cia lo amerite, para solicitar los estados de cuenta y cual-
quier otra información relativa a las cuentas personales de 
los servidores públicos, auxiliares y, en su caso, particula-
res relacionados con la investigación de que se trate;

VII. La Auditoría Superior de la Federación, en ejercicio 
de sus facultades de revisión y fiscalización de la Cuenta 
Pública Federal y respecto a cuentas o contratos a través 
de los cuáles se administren o ejerzan recursos públicos 
federales;

VIII. El titular y los subsecretarios de la Secretaría de la 
Función Pública, en ejercicio de sus facultades de inves-
tigación o auditoría para verificar la evolución del patri-
monio de los servidores públicos federales.

La solicitud de información y documentación a que se re-
fiere el párrafo anterior, deberá formularse en todo caso, 
dentro del procedimiento de verificación a que se refie-
ren los artículos 41 y 42 de la Ley Federal de Responsa-
bilidades Administrativas de los Servidores Públicos, y

IX. El Instituto Federal Electoral. 

Las autoridades mencionadas en las fracciones anteriores 
solicitarán las noticias o información a que se refiere este 
artículo en el ejercicio de sus facultades y de conformidad 
con las disposiciones legales que les resulten aplicables.

Las solicitudes a que se refiere el tercer párrafo de este 
artículo deberán formularse con la debida fundamenta-
ción y motivación, por conducto de la Comisión Nacional 
Bancaria y de Valores. Los servidores públicos y las ins-
tituciones señalados en las fracciones I, VII y IX, podrán 
optar por solicitar a la autoridad judicial que expida la 
orden correspondiente, a efecto de que la institución de 
crédito entregue la información requerida, siempre que 
dichos servidores especifiquen la denominación de la 
institución, el número de cuenta, nombre del cuentaha-
biente o usuario y demás datos y elementos que permi-
tan su identificación plena, de acuerdo con la operación 
de que se trate.

VI. El Tesorero de la Federación, cuando el acto de vigilan-
cia lo amerite, para solicitar los estados de cuenta y cual-
quier otra información relativa a las cuentas personales de 
los servidores públicos, auxiliares y, en su caso, particula-
res relacionados con la investigación de que se trate;

VII. La Auditoría Superior de la Federación, en ejercicio 
de sus facultades de revisión y fiscalización de la Cuenta 
Pública Federal y respecto a cuentas o contratos a través 
de los cuáles se administren o ejerzan recursos públicos 
federales;

VIII. El titular y los subsecretarios de la Secretaría de la 
Función Pública, en ejercicio de sus facultades de inves-
tigación o auditoría para verificar la evolución del patri-
monio de los servidores públicos federales.

La solicitud de información y documentación a que se re-
fiere el párrafo anterior, deberá formularse en todo caso, 
dentro del procedimiento de verificación a que se refie-
ren los artículos 41 y 42 de la Ley Federal de Responsa-
bilidades Administrativas de los Servidores Públicos, y

IX. La Unidad de Fiscalización de los Recursos de los 
Partidos Políticos, órgano técnico del Consejo Gene-
ral del Instituto Federal Electoral, para el ejercicio de 
sus atribuciones legales, en los términos establecidos 
en el Código Federal de Instituciones y Procedimientos 
Electorales. Las autoridades electorales de las entida-
des federativas solicitarán y obtendrán la información 
que resulte necesaria también para el ejercicio de sus 
atribuciones legales a través de la unidad primeramente 
mencionada.

Las autoridades mencionadas en las fracciones anteriores 
solicitarán las noticias o información a que se refiere este 
artículo en el ejercicio de sus facultades y de conformidad 
con las disposiciones legales que les resulten aplicables.

Las solicitudes a que se refiere el tercer párrafo de este 
artículo deberán formularse con la debida fundamenta-
ción y motivación, por conducto de la Comisión Nacional 
Bancaria y de Valores. Los servidores públicos y las ins-
tituciones señalados en las fracciones I y VII, y la unidad 
de fiscalización a que se refiere la fracción IX, podrán 
optar por solicitar a la autoridad judicial que expida la 
orden correspondiente, a efecto de que la institución de 
crédito entregue la información requerida, siempre que 
dichos servidores o autoridades especifiquen la denomi-
nación de la institución, el número de cuenta, el nombre 
del cuentahabiente o usuario y demás datos y elementos 
que permitan su identificación plena, de acuerdo con la 
operación de que se trate.
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Los empleados y funcionarios de las instituciones de 
crédito serán responsables, en los términos de las dis-
posiciones aplicables, por violación del secreto que se 
establece y las instituciones estarán obligadas en caso 
de revelación indebida del secreto, a reparar los daños y 
perjuicios que se causen.

Lo anterior, en forma alguna afecta la obligación que 
tienen las instituciones de crédito de proporcionar a la 
Comisión Nacional Bancaria y de Valores, toda clase de 
información y documentos que, en ejercicio de sus fun-
ciones de inspección y vigilancia, les solicite en relación 
con las operaciones que celebren y los servicios que 
presten, así como tampoco la obligación de proporcio-
nar la información que les sea solicitada por el Banco 
de México, el Instituto para la Protección al Ahorro Ban-
cario y la Comisión para la Protección y Defensa de los 
Usuarios de Servicios Financieros, en los términos de las 
disposiciones legales aplicables.

Se entenderá que no existe violación al secreto propio 
de las operaciones a que se refiere la fracción XV del 
artículo 46 de esta Ley, en los casos en que la Auditoría 
Superior de la Federación, con fundamento en la ley que 
norma su gestión, requiera la información a que se refie-
re el presente artículo.

Los documentos y los datos que proporcionen las 
instituciones de crédito como consecuencia de las 
excepciones al primer párrafo del presente artículo, 
sólo podrán ser utilizados en las actuaciones que co-
rrespondan en términos de ley y, respecto de aqué-
llos, se deberá observar la más estricta confidencia-
lidad, aún cuando el servidor público de que se trate 
se separe del servicio. Al servidor público que inde-
bidamente quebrante la reserva de las actuaciones, 
proporcione copia de las mismas o de los documen-
tos con ellas relacionados, o que de cualquier otra 
forma revele información en ellos contenida, quedará 
sujeto a las responsabilidades administrativas, civiles 
o penales correspondientes.

Las instituciones de crédito deberán dar contestación a 
los requerimientos que la Comisión Nacional Bancaria y 
de Valores les formule en virtud de las peticiones de las 
autoridades indicadas en este artículo, dentro de los pla-
zos que la misma determine. La propia Comisión podrá 
sancionar a las instituciones de crédito que no cumplan 
con los plazos y condiciones que se establezca, de con-
formidad con lo dispuesto por los artículos 108 al 110 de 
la presente Ley.

La Comisión emitirá disposiciones de carácter general en 
las que establezca los requisitos que deberán reunir las 
solicitudes o requerimientos de información que formu-

Los empleados y funcionarios de las instituciones de 
crédito serán responsables, en los términos de las dis-
posiciones aplicables, por violación del secreto que se 
establece y las instituciones estarán obligadas en caso 
de revelación indebida del secreto, a reparar los daños y 
perjuicios que se causen.

Lo anterior, en forma alguna afecta la obligación que 
tienen las instituciones de crédito de proporcionar a la 
Comisión Nacional Bancaria y de Valores, toda clase de 
información y documentos que, en ejercicio de sus fun-
ciones de inspección y vigilancia, les solicite en relación 
con las operaciones que celebren y los servicios que 
presten, así como tampoco la obligación de proporcio-
nar la información que les sea solicitada por el Banco 
de México, el Instituto para la Protección al Ahorro Ban-
cario y la Comisión para la Protección y Defensa de los 
Usuarios de Servicios Financieros, en los términos de las 
disposiciones legales aplicables.

Se entenderá que no existe violación al secreto propio 
de las operaciones a que se refiere la fracción XV del 
artículo 46 de esta Ley, en los casos en que la Auditoría 
Superior de la Federación, con fundamento en la ley que 
norma su gestión, requiera la información a que se refie-
re el presente artículo.

Los documentos y los datos que proporcionen las 
instituciones de crédito como consecuencia de las 
excepciones al primer párrafo del presente artículo, 
sólo podrán ser utilizados en las actuaciones que co-
rrespondan en términos de ley y, respecto de aqué-
llos, se deberá observar la más estricta confidencia-
lidad, aún cuando el servidor público de que se trate 
se separe del servicio. Al servidor público que inde-
bidamente quebrante la reserva de las actuaciones, 
proporcione copia de las mismas o de los documen-
tos con ellas relacionados, o que de cualquier otra 
forma revele información en ellos contenida, quedará 
sujeto a las responsabilidades administrativas, civiles 
o penales correspondientes.

Las instituciones de crédito deberán dar contestación a 
los requerimientos que la Comisión Nacional Bancaria y 
de Valores les formule en virtud de las peticiones de las 
autoridades indicadas en este artículo, dentro de los pla-
zos que la misma determine. La propia Comisión podrá 
sancionar a las instituciones de crédito que no cumplan 
con los plazos y condiciones que se establezca, de con-
formidad con lo dispuesto por los artículos 108 al 110 de 
la presente Ley.

La Comisión emitirá disposiciones de carácter general en 
las que establezca los requisitos que deberán reunir las 
solicitudes o requerimientos de información que formu-



ANEXO 4.3 Artículo 117 de la Ley  
de Instituciones de Crédito           .

Texto anterior Texto vigente

PÁG. 14

len las autoridades a que se refieren las fracciones I a IX 
de este artículo, a efecto de que las instituciones de cré-
dito requeridas estén en aptitud de identificar, localizar y 
aportar las noticias o información solicitadas.

len las autoridades a que se refieren las fracciones I a 
IX de este artículo, a efecto de que las instituciones de 
crédito requeridas estén en aptitud de identificar, loca-
lizar y aportar las noticias o información solicitadas.


